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N/REF: 060948/2016

La consulta plantea dudas sobre la posibilidad de atender a la petición
de un familiar de una persona fallecida, que solicita el acceso a su cuenta de
correo  electrónico  y  su  adecuación  a  la  Ley  Orgánica  15/1999,  de  13  de
diciembre, de Protección de datos de Carácter Personal, y su Reglamento de
desarrollo, aprobado por Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre.

Con carácter previo, se señala que esta Agencia en diversos informes y
resoluciones se ha manifestado en el  sentido de considerar excluidos de la
aplicación de la Ley Orgánica 15/1999 los datos referidos a quienes hubieran
fallecido.

Así, la Agencia ha analizado si la muerte de las personas da lugar a la
extinción del derecho a la protección de datos, ya que  el artículo 32 del Código
Civil  dispone  que  “la  personalidad  civil  se  extingue  por  la  muerte  de  las
personas”, lo que determinaría, en principio, la extinción con la muerte de los
derechos inherentes a la personalidad. 

En este sentido, se ha indicado en informe de 23 de mayo de 2003, a la
luz de lo señalado en la STC 292/2000, de 30 de noviembre, que “si el derecho
fundamental a la protección de datos ha de ser considerado como el derecho
del individuo a decidir sobre la posibilidad de que un tercero pueda conocer y
tratar la información que le es propia, lo que se traduce en la prestación de su
consentimiento al tratamiento, en el deber de ser informado y en el ejercicio por
el afectado de sus derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición,
es evidente que dicho derecho desaparece por la muerte de las personas, por
lo  que  los  tratamientos  de  datos  de  personas  fallecidas  no  podrían
considerarse comprendidos dentro del ámbito de aplicación de la Ley Orgánica
15/1999”.

Igualmente, diversas resoluciones de la Agencia se han hecho eco de
esta  postura.  Así,  en  la  resolución  de 23 de mayo de 2006,  recaída en el
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procedimiento E/779/2005 se reproduce la motivación que acaba de señalarse.
Igualmente, en resolución de 12 de junio de 2007, dictada en el  expediente
E/344/2006, se señala que “la LOPD tiene por objeto garantizar y proteger, en
lo que concierne al tratamiento de los datos personales, las libertades públicas
y los derechos fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su
honor  e  intimidad  personal  y  familiar,  según  dispone  el  artículo  1.  En
consecuencia, a tenor de lo dispuesto en el artículo 32 del Código Civil, que
dispone que la personalidad civil referente a las personas físicas se extingue
con el fallecimiento, procede el archivo de las presentes actuaciones toda vez
que el  derecho reclamado queda al  margen del  ámbito de aplicación de la
LOPD, ante la inexistencia de sujeto de derecho”.

En consecuencia, las personas fallecidas no son titulares del derecho a
la protección de datos de carácter personal, por lo que las disposiciones de la
Ley Orgánica 15/1999 no son de aplicación a sus datos.

Así lo ha venido a reflejar el artículo 2.4 del Reglamento de desarrollo de
la Ley Orgánica 15/1999,  aprobado por  Real  Decreto  1720/2007,  de 21 de
diciembre, que dispone, en su primer inciso, que “Este Reglamento no será de
aplicación a los datos referidos a personas fallecidas”.

De  este  modo,  sin  perjuicio  de  la  protección  de  otros  derechos
fundamentales establecida por las leyes, las disposiciones de la Ley Orgánica
15/1999 no serían de aplicación al supuesto planteado en la consulta.

No obstante, y pese a lo dispuesto en el primer inciso del artículo 2.4 del
Reglamento, debe recordarse que el mismo se completa con un segundo inciso
en el que expresamente se señala que “las personas vinculadas al fallecido,
por razones familiares o análogas, podrán dirigirse a los responsables de los
ficheros o tratamientos que contengan datos de éste con la finalidad de notificar
el óbito, aportando acreditación suficiente del mismo, y solicitar, cuando hubiere
lugar a ello, la cancelación de los datos”. De este modo, atendiendo la finalidad
que justificaría en este caso el tratamiento de los datos, en caso de que las
personas  que  se  encuentren  en  la  situación  descrita  solicitasen  dicha
cancelación, la misma deberá producirse de forma inmediata 

Respecto al ejercicio del derecho de acceso por los herederos de las
personas fallecidas, se ha indicado en reiterados informes lo siguiente:
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“Se ha planteado si resulta posible que los herederos de una persona
fallecida ejerciten el derecho de acceso a los datos de la misma o si es posible
que alguno de ellos pueda obstaculizar dicho acceso. 

La resolución de la cuestión planteada deberá obtenerse en función de
la naturaleza misma del derecho protegido por la norma, lo que conduce a la
necesidad de determinar si la muerte de las personas da lugar a la extinción
del  derecho  a  la  protección  de la  "privacidad"  o  a  la  denominada  "libertad
informática",  regulada  por  la  LOPD,  ya  que  el  artículo  32  del  Código  Civil
dispone que "la personalidad civil se extingue por la muerte de las personas",
lo que determinaría, en principio, la extinción con la muerte de los derechos
inherentes a la personalidad. 

La  protección  otorgada  por  la  Ley  frente  a  las  intromisiones  que
supongan una vulneración de los derechos al honor y a la intimidad subsiste
con posterioridad a la muerte de las personas. En ese sentido, cabe destacar
que la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al
honor,  a  la  intimidad  personal  y  familiar  y  a  la  propia  imagen,  pone  de
manifiesto en sus artículos 4 a 6 que el fallecimiento no impide que por las
personas que enumera el primero de los preceptos citados puedan ejercitarse
las acciones correspondientes,  siendo éstas la persona que el  difunto haya
designado  a  tal  efecto  en  testamento,  su  cónyuge,  ascendientes,
descendientes o hermanos que viviesen al tiempo de su fallecimiento o, a falta
de las personas anteriormente citadas, el Ministerio Fiscal. 

Por su parte, la Ley Orgánica 15/1999 tiene como objeto esencial, tal y
como dispone su artículo 1, la protección de los derechos fundamentales y, en
especial del honor y la intimidad frente al tratamiento de los datos de carácter
personal, estableciendo a lo largo de su articulado las medidas precisas para
asegurar que dicha protección se lleva plenamente a efecto. 

Del análisis conjunto de las disposiciones contenidas en ambas Leyes
se desprende que la legitimación conferida para el ejercicio de las acciones
reconocidas en la  Ley Orgánica 1/1982 existirá,  en  el  ámbito  de la  LOPD,
cuando la actuación de las personas legitimadas tenga por directo y exclusivo
objeto  el  ejercicio  de  las  acciones  tendentes  a  la  protección  del  honor,  la
intimidad personal y familiar y la propia imagen de las personas fallecidas, no
siendo posible  la  actuación  de éstas  en cualquier  otro  supuesto  en que la
finalidad de su actividad difiera de la antedicha protección. 
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Ello supone que, las personas legitimadas por la Ley Orgánica 1/1982
carecerán de legitimación para el ejercicio de los derechos reconocidos por la
LOPD,  salvo  en  los  supuestos  en  que  esos  derechos  se  ejerciten  como
instrumento  para  la  realización  de  alguna  de  las  finalidades  protectoras
indicadas que la Ley les atribuye. Fuera de estos supuestos no será posible
entender que la actividad de los herederos o personas referidas en el artículo 4
de la Ley Orgánica 1/1982 se encuentra amparada por la LOPD. 

No obstante, sería posible el acceso de los herederos a los datos del
causante siempre que los mismos aparezcan directamente relacionados con su
propia condición de heredero (por ejemplo, el acceso a los datos necesarios
para  conocer  el  caudal  relicto  o  el  estado  de  determinados  bienes  de  la
herencia). Sin embargo, el acceso a la información a la que nos referimos no
podría entenderse relacionado con el  derecho de acceso consagrado en la
legislación  de  protección  de  datos  de  carácter  personal,  sino  que  se
desprendería del derecho de todo heredero a conocer el  caudal  relicto y el
estado  del  mismo,  así  como  realizar  las  acciones  necesarias  para  su
determinación y defensa, toda vez que el mismo sucede al causante en todos
sus derechos y obligaciones como consecuencia de su muerte,  tal  y  como
determinan los artículos 651, 659 y 661 del Código Civil. 

En consecuencia,  a  la  vista  de lo  que se ha venido exponiendo,  los
herederos  podrán  tener  acceso  a  los  datos  del  causante  en  cuanto  ello
suponga  el  ejercicio  en  su  nombre  de  una  acción  amparada  por  la  Ley
Orgánica 1/1982 o en cuanto dicho acceso se produzca en defensa de su
derecho hereditario. Sin embargo, tales accesos no podrán ser considerados
como manifestaciones del derecho de acceso, consagrado por el artículo 15 de
la LOPD.” 

En consecuencia,  esta  Agencia  Española  de Protección de Datos  ha
venido considerando que si el derecho fundamental a la protección de datos ha
de ser concebido como un derecho de la personalidad que otorga al individuo
un poder de disposición sobre la información que le concierne, en los términos
ya expuestos por el Tribunal Constitucional 292/2000, de 30 de noviembre, el
fallecimiento del individuo, produce, por aplicación del artículo 32 del Código
Civil,  la  extinción  de  dicho  derecho,  sin  perjuicio  de  la  subsistencia  de  las
acciones  que  procedan  para  preservar  el  honor  de  la  persona  fallecida,
conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/1982.
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Por  tanto,  las  normas  de  la  Ley  Orgánica  15/1999  no  serían
directamente  aplicables  a  los  tratamientos  de  datos  de  carácter  personal
referidos exclusivamente  a personas fallecidas,  de  las  que,  obviamente,  no
puede predicarse el derecho fundamental a la protección de datos.
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